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Foja: 193

Ciento noventa y tres

Santiago, ocho de julio de dos mil dieciséis.


Vistos y teniendo presente:


Primero: Que el Servicio Nacional del Consumidor –en adelante, Sernac- ha deducido recurso de apelación en contra de la resolución del Segundo Juzgado de Policía Local de Ñuñoa que acogió la excepción de incompetencia absoluta del tribunal que opusiera la denunciada, RSA Seguros Chile S.A.

    Esta causa se inició por denuncia infraccional del Sernac con  motivo del reclamo efectuado por don Nolberto Pérez Asenjo, quien había contratado un seguro con la empresa mencionada respecto de un vehículo motorizado. Señala la denunciante que habiéndose concretado el riesgo asegurado, producto de un accidente de tránsito que llevó a la pérdida total del móvil, la aseguradora se negó a indemnizar el siniestro, aduciendo que no existía interés asegurable –o interés económico en la conservación del bien asegurado-, puesto que el suscriptor de la póliza –el mencionado Pérez Asenjo- no es el propietario del vehículo, sino que lo es doña Ana Gutiérrez Vera, cónyuge del anterior. 

     Segundo: Que el Sernac reprocha que el subordinado de RSA Seguros Chile S.A., quien actuó como vendedor, no haya informado de dicha situación al consumidor, infringiendo con ello el artículo 3° letra b) de la Ley N° 19.496, en cuanto obliga entregar al proveedor entregar información oportuna y veraz.  

     Tercero: Que la sentencia recurrida decidió acoger la excepción de incompetencia fundado en que “la Ley N° 19.496 si bien contempla un tratamiento especialísimo entre consumidor y proveedor, como es la materia de información (piedra angular de la tesis del Sernac); no es menos cierto que el Código de Comercio –que ha sido modificado y actualizado hace muy pocos meses- posee un abundante articulado que regula la litis que ha sido trabada en sede jurisdiccional, esto es, respecto del contrato de seguro propiamente tal y las condiciones tanto generales como particulares de la póliza pactada entre el asegurado y la aseguradora. Se trata de normas que han de primar sobre el procedimiento establecido en la ley invocada por el Sernac” (considerando octavo).  

      Cuarto: Que si bien el artículo 2° bis de la Ley N° 19.496 prescribe que las normas de esta ley no serán aplicables a las actividades de producción, fabricación, importación, construcción, distribución y comercialización de bienes o de prestación de servicios reguladas en leyes especiales, establece a continuación determinadas excepciones a dicho principio de especialidad, entre ellas, cuando se trate de materias no reguladas en esas normativas particulares. 

      Quinto: Que es precisamente la hipótesis recién descrita la que se verifica en la especie. En efecto, es indiscutible que el artículo 529 del Comercio de Comercio regula la información que debe suministrar el asegurador al asegurado en su calidad de tales, sin embargo, dicha preceptivo no contempla los mismos deberes de información que consagra la Ley de Protección de los Derechos de los Consumidores. Así, este último cuerpo legal ordena que la información debe ser veraz y oportuna (artículo 3° letra b), debiéndose otorgar un acceso claro, expedito y oportuno a la información básica comercial, y adicionando incluso requisitos de forma cuando se trate de un contrato de adhesión. 

    Es por ello que la denominada Ley del Consumidor instaura requerimientos distintos y más exhaustivos a los previstos en el Código de Comercio, los que tienen como propósito específico resguardar la debida relación que debe darse entre un consumidor y el proveedor de un servicio, de modo que necesariamente dicha codificación debe complementarse, en esta materia, con lo que dispone el anterior texto normativo. 

     Sexto: Que refuerza lo sostenido precedentemente las modificaciones que introdujo la Ley N° 20.555 a la Ley N° 19.496, cuyo objeto fue extender las garantías propias del derecho de protección al consumidor a los productos financieros, designando de manera explícita a los compañías de seguros como proveedores de servicios y a los seguros como un producto financiero.

      En este sentido entonces, el cliente de una compañía de seguros puede ser considerado como consumidor para los efectos de la Ley de Protección del Consumidor. 

      Séptimo: Que en lo concerniente a la existencia de una cláusula compromisoria que, según estima la compañía de seguros, sustrae el conocimiento de este asunto de los juzgados de policía local, cabe señalar que ella no puede hacerse valer respecto del ejercicio de acciones que deriven de la Ley N° 19.496, cuya competencia es entregada a los juzgados de policía local, más aún encontrándonos ante un derecho infraccional o sancionatorio –de orden público-, que no puede ser encomendado a un juez árbitro.  

      Octavo: Que, por consiguiente, en atención a que lo planteado por el Sernac dice relación con una eventual infracción a los derechos del consumidor, que excede la regulación establecida en el Código de Comercio, cabe concluir que el Segundo Juzgado de Policía Local de Ñuñoa tiene competencia para juzgar la conducta denunciada en estos autos.

     Finalmente, frente a la alegación de una supuesta carencia de facultades del Sernac para deducir la acción de autos, cabe puntualizar que ella apunta a una cuestión de fondo como es la falta de legitimación activa y, como tal, deberá ser resuelta en la oportunidad procesal correspondiente.

      Por estas consideraciones y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley N° 18.287, se revoca la resolución de nueve de febrero de dos mil dieciséis, escrita a fojas 129 y siguientes y, en su lugar, se decide que queda rechazada la excepción de incompetencia absoluta formulada por la denunciada RSA Seguros Chile S.A. en lo principal de su escrito de fojas 99 y, en consecuencia, el Segundo Juzgado de Policía Local de Ñuñoa es competente para seguir conociendo de estos antecedentes. 

     Regístrese y devuélvase.

     Redacción a cargo del Ministro Guillermo de la Barra D.

     Rol N° 594-2016.

Pronunciada por la Primera Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, presidida por la ministro señora Dobra Lusic Nadal e integrada, además, por los ministros señor Guillermo de la Barra Dunner y señora Jenny Book Reyes.  

Autoriza el (la) ministro de fe de esta Corte de Apelaciones. 

En Santiago, a ocho de julio de dos mil dieciséis, notifiqué en secretaría por el estado diario la resolución precedente.

